Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 36 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el agrado de recibir 
al Presidente y Vicepresidente del Banco de Seguros del Estado, quienes fueron convocados por la 
Comisión a pedido del señor Senador Gallinal a los efectos de que nos brinden el punto de vista de la 
institución sobre la situación de los Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo. Precisamente, ellos 
concurrieron a esta Comisión hace dos semanas para plantear su problemática, por lo que en estas 
circunstancias parece razonable escuchar a las autoridades del Banco, aunque no sé si el señor 
Senador Gallinal desea formular algún planteamiento previo. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes de comenzar quiero agradecer a los integrantes del Directorio del Banco 
de Seguros Estado por su presencia en el día de hoy. La convocatoria estaba pensada para la semana 
pasada, pero en virtud de que para esa instancia teníamos otro compromiso le solicité al señor 
Presidente si se podía cambiar para hoy y así lo hizo por lo que agradezco esa cortesía. Seguramente, 
nuestros invitados conocen el tema más que nosotros, por lo que estimo conveniente que realicen su 
exposición y luego los señores Senadores haríamos las preguntas pertinentes. 


Los Fiscalizadores de Accidentes de Trabajo concurrieron en dos oportunidades a la 
Comisión, una fue a fines del año pasado y la otra, hace aproximadamente un mes. En ambos casos 
plantearon su problemática y las posibles soluciones. Es con respecto a esas comparecencias que 
hemos convocado a las autoridades del Banco de Seguros del Estado. A pesar de que no contaron 
con la versión taquigráfica de esas sesiones, sabemos que han tenido instancias en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social por lo que conocen el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentamos que no se les haya enviado la versión taquigráfica, pero se la 
entregamos ahora. 


SEÑOR VILARO.- Voy a realizar una introducción y luego responderemos con el Vicepresidente de la 
Institución a las preguntas que deseen hacer los señores Senadores. 


La ley relativa a accidentes tiene su origen en el año 1993 ó 1994. En el Presupuesto del 
Banco figuraban tres cargos de Fiscalizadores de Accidentes. Esa es una denominación presupuestal a 
los efectos escalafonarios y de organización interna. En realidad, la tarea que se desarrollaba era 
administrativa e incluía la salida a la calle, es decir, la concurrencia a las empresas para verificar 
aspectos relativos, por ejemplo, a la anulación de la póliza por falta de pago, para ver qué sucedía, 
para intimar y para que se retomara el seguro. También se salía para verificar la baja de una empresa y 
cuando había una denuncia de un obrero y no de parte de la empresa. En esos casos, se concurre 
para recabar los datos de la empresa relacionada con el accidente que se está denunciando. 


Se trata de aspectos administrativos del manejo de la Ley de Accidentes que, en aquel 
momento, se había organizado de esa manera. 


No vamos a ir mucho más allá en la historia, pero queremos decir que en el año 1993 la 
Administración propone incrementar el número de fiscalizadores con 15 personas. Por su parte, el 
Directorio designa a 95 personas en un breve período. Desde ese momento en adelante, todos los 
informes de la Administración sobre este equipo de gente empiezan diciendo que es excesivo, que 
sobran, que son demasiados y que no son necesarios. 


Lo que se trató de hacer fue implementar una especie de zonificación en Montevideo y una 
distribución con el interior; se los envió a rastrillar para ver si detectaban alguna empresa no 
asegurada. Eso no producía mayores resultados y, por el contrario, generaba molestias en las 
empresas que debían presentar una y otra vez la misma documentación, cuando además nosotros 
enviamos los contadores-liquidadores al final del Ejercicio para verificar la contabilidad y los detalles, a 
fin de liquidar la póliza del año. 


Invariablemente, eso ha sido difícil de manejar. Cuando este Directorio asumió la dirección 
del Banco todavía quedaban 69 personas en este grupo, pues por distintas razones se había 


naturalmente reducido. 


En el año 2005, recibimos un informe de la Administración que nos planteaba dejar 28 
fiscalizadores, uno en cada departamento del interior, cinco en Montevideo y cinco en apoyo a algunas 
de las verificaciones que hace la Central de Servicios Médicos frente a los siniestros. Analizamos la 
lista y las diferentes situaciones que existían y optamos por quedarnos con el grupo que trabaja ahora, 
integrado por 40 personas, dejando de lado a todas aquellas personas mayores de 60 años o que 
percibían algún otro ingreso o una jubilación. De esta forma, manteníamos un número mayor al 
solicitado, pero tratando de que nadie quedara sin algún ingreso. Ese fue el criterio que adoptamos en 
el año 2005. 


Luego, volvimos a pedir a la Administración que nos hiciera una propuesta más acabada para 
saber con quiénes quedarnos. Demoró un poco y a fines del año pasado nos propuso quedarnos con 
25 personas, luego de analizar bien las tareas y los perfiles. Según la Administración, para hacer las 
tareas que describí al principio, se podía trabajar con esa cantidad de gente. A partir de ahí, tuvimos 
algunas instancias de negociación con el Secretariado del PIT-CNT que, de alguna manera, asumió la 
representación de este grupo. Ellos nos plantearon la inquietud de por qué no distribuir la tarea -la que 
haya- entre los 40 y no reducir a 25, porque eso significaría decirle a 15 que “no va más” y nosotros 
adoptamos ese criterio. Sin embargo, ese criterio, que al Secretariado del PIT-CNT le había parecido 
razonable, después no tuvo aceptación entre los interesados. 


Finalmente nosotros, después de haber esperado, negociado y conversado, el mes pasado 
tomamos esa decisión, digamos, de responder al planteo de la Administración diciendo que 
aceptábamos las tareas, los perfiles y la forma de organización, pero sobre la base de que se queden 
los 40 y que se distribuya la tarea entre ellos. La resolución del Directorio motivó, entonces, la 
movilización que hoy hay con la instalación de esa carpa que está en la puerta del Banco y demás. 


Hoy en día están poniendo carteles en donde dicen que esto agrava el panorama de las 
muertes por accidentes de trabajo, pero nosotros, enfáticamente, decimos que aquí no estamos 
hablando de los técnicos prevencionistas ni de análisis de riesgos, sino que hablamos de fiscalización 
acerca de si está o no contratada la póliza; sabemos que la contratación de la póliza no garantiza que 
no haya accidentes. Estos son algunos de los términos en que se ha mantenido el conflicto. 


Nosotros hemos mantenido un perfil bajo en todo este conflicto; no hemos hecho 
declaraciones y hemos buscado negociar. Aún después de haber tomado esa resolución hemos tenido 
instancias de negociación; nos reunimos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con la 
Inspección de Trabajo y con el Secretariado del PIT-CNT. La Inspección de Trabajo definió claramente 
que la responsabilidad de la fiscalización es de ellos, que los Inspectores de Trabajo tienen, dentro de 
sus protocolos, la obligación de controlar la existencia de la póliza de accidentes de trabajo y que, por 
otro lado, ellos son los que pueden sancionar. 


Entonces, esa parte nos parece que está claramente definida para ese lado y lo que nosotros 
podemos hacer es ese otro tipo de tareas que son complementarias. Por supuesto que si detectamos a 
una empresa que no está afiliada o, mejor dicho, que no está asegurada, hacemos los procedimientos 
correspondientes; muchas veces las detectamos cruzando información con el Banco de Previsión 
Social, con la Dirección General Impositiva y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Por otro lado, nosotros no podemos fiscalizar a las empresas de construcción -que son 
muchas-, porque no tengan póliza ya que tributan a través de la Ley N* 14.411 y, en consecuencia, la 
afiliación al Banco de Previsión Social significa la contratación del seguro, pero no podemos verificar 
que haya una póliza. El Banco de Previsión Social tiene que controlar que el personal esté declarado. 
Lo mismo pasa con todo el sector rural y estoy hablando de los dos sectores de más riesgo en cuanto 
a accidentes de trabajo, tanto aquí como en cualquier otro lugar del mundo. También sucede lo mismo 
con el servicio doméstico, sector en el que hay una cantidad importante de trabajadores que no 
podemos fiscalizar, porque no podemos entrar en los domicilios. 


Entonces, estamos circunscriptos al ramo de la industria y el comercio y, probablemente, es 
donde sea más fácil detectar, por cruzamiento de información, la existencia o no del seguro; además, 
quien “está en negro” en una cosa seguramente lo está también en las otras. 


Esta es nuestra preocupación. Los fiscalizadores quieren el contrato de función pública. Sí o sí 
es lo que ellos entienden y lo que reclaman. Nosotros entendemos que ese contrato para tareas que no 
son necesarias es engordar la lista del Estado. 


Hemos regularizado a más de 200 personas al amparo de la Ley de Presupuesto, es decir, del 
artículo 7% de la Ley N* 17.930, sobre todo, ingresados en la Central de Servicios Médicos o ingresados 
allí y después derivados a otras áreas del Banco y que están desarrollando una tarea que el Banco 
necesita. 


Entonces, en esa reunión en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con la Inspección de 
Trabajo y con el Secretariado del PIT-CNT nosotros presentamos una última fórmula de acercamiento; 
hace diez días que hicimos una propuesta y no hemos obtenido respuesta. A su vez, hemos 
mantenido siempre la preocupación de tratar de conversar, de encontrar una solución, de no dejar a 
nadie sin un ingreso, pero la negociación necesita dos partes y es la consecuencia del acercamiento de 
dos partes. Nosotros, no obstante los 25 que nos pedía la Administración para determinada tarea, 
estamos haciendo propuestas que abarcan a los 40, a quienes se les mejoran sus ingresos, se les 
paga viático, etcétera. Es evidente que el punto medio tiene que estar, precisamente, en el medio y no 
en un extremo. La postura del Banco de Seguros del Estado es la de tratar de encontrar una solución 
en medio de toda esta situación. 


SEÑOR CASTRO.- Soy el Vicepresidente del Banco de Seguros del Estado y simplemente voy a 
realizar algunos agregados. 


Por medio de la resolución se acordó renovar el contrato con los fiscalizadores, descongelar 
los honorarios que estaban congelados desde el 1% de enero de 2002 en $ 88,51, ajustándolos por 
inflación al 1% de enero de 2007 en $ 145 por gestión y votamos un viático por viajes al interior, porque 
se pagaba un ficto por carpeta. Por ejemplo, si debían trasladarse más de 250 kilómetros de 
Montevideo, se les pagaba una carpeta por tres y, si el traslado era a menos de 250 kilómetros, se les 
abonaba una carpeta por dos. Entonces, nos pareció una buena medida transparentar todo esto y 
pasar a pagar por carpeta y por trabajo efectivamente realizado, además de un viático para gastos, que 
era lo que se nos reclamaba. 


En este sentido, quiero decir que la Administración hizo un gran esfuerzo a la hora de buscar 
un número importante. En estos días los fiscalizadores han planteado que tienen el honorario 
congelado y no perciben viáticos. Sin embargo, eso es algo que fue aprobado por parte nuestra en la 
resolución que dio origen al conflicto. 


Otro punto polémico -sobre el que, a nuestro juicio, no hay mucha discusión- es el de la 
renovación del contrato. Cabe aclarar que desde el año 2001 estamos siendo observados por el 
Tribunal de Cuentas como consecuencia de la falta de contrato. Nosotros estamos de acuerdo en 
firmar un contrato, pero ante la ausencia de éste -y así lo conversamos con los representantes 
sindicales-, convinimos en continuar con el contrato existente, con el componente de mejorar el 
honorario y otorgar el viático. 


Para nosotros aquí están en juego dos componentes. Uno de ellos es la necesidad de la 
tarea en sí, que es de poca relevancia, pues no es como se dice. Si hacemos un poco de historia -ya lo 
ha dicho el Presidente-, se puede advertir que de tres pasamos a noventa y cinco fiscalizadores. Creo 
que lo que habría que hacer sería despejar esto de todo contenido político. Además, en esos 
momentos el Banco estaba pasando un momento particular, durante el cual se hicieron cosas que 
fueron reprobadas luego por todos los actores políticos. Fue en ese entorno que se generó una 
estructura exagerada que llevó a crear funciones que el Banco no necesitaba con esa relevancia. 


Entonces, frente a una tarea que el Banco puede cumplir con un escaso número de 
trabajadores, ¿cómo hacemos para resolverla con la cantidad que tenemos? Este es un problema. 


El otro componente al que quiero hacer mención refiere a cómo podemos evitar que mucha 
gente que está trabajando en el Banco quede desamparada desde el punto de vista laboral. De alguna 
manera, aquí tenemos una responsabilidad. 


En ese contexto, nos parece que desde el punto de vista de la racionalidad administrativa y 
de la responsabilidad de gestión, no podemos acceder a crear 40 contratos de función pública para 


cargos de fiscalizadores. Entonces, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hemos manejado 
distintas fórmulas ante el Secretariado del PIT - CNT. Al principio propusimos renovar los contratos tal 
como están al día de hoy, generar los viáticos, aumentar los honorarios y establecer un 15% de puntaje 
extra para cualquier concurso externo que se haga en el Banco, a fin de que pudieran ingresar. 
Planteamos que se superara una prueba de selección como forma de poder determinar si luego se iba 
a poder cumplir con la tarea, pero con una cierta ventaja. Dicha propuesta no fue aceptada y en la 
última a la que hacía referencia el señor Vilaró, planteada hace ya diez días a dirigentes importantes 
del PIT-CNT en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en presencia de la Inspección General de 
Trabajo y de la Dirección Nacional de Trabajo, una vez relevado por dicha Cartera que los inspectores 
son quienes realizan la tarea de fiscalización documental del cumplimiento de la ley, propusimos un 
contrato similar al que acordamos con AEBU para el ingreso de personal del Banco de Crédito -me 
refiero al famoso tres por uno- que estaba desocupado como consecuencia de la crisis del 2002. Hay 
ciertas previsiones en cuanto a los contratos, establecidas por la Ley N* 17.556, que determinan un 
cierto grado de la escala de remuneraciones de empleados bancarios y el pago de una sociedad 
médica. Nosotros ofrecimos pagar una escala un poco menor, equivalente a $ 12.418 mensuales, la 
sociedad médica para el contratado y el viático, en caso de tener que viajar al interior, con la salvedad 
de que pudiéramos emplearlos en otras tareas que el Banco entendiera necesario y no solamente 
como fiscalizadores. De esta forma se comenzaría a analizar la manera de iniciar el proceso. 


Sinceramente, tuvimos la impresión de que esta fórmula podía generar un acuerdo con los 
integrantes del Secretariado. Lamentablemente, han pasado diez días y no hemos recibido ningún tipo 
de respuesta. En este lapso se han realizado varias manifestaciones públicas e, inclusive, en el día de 
hoy se hizo una concentración frente al Banco y se expresó que este problema tiene que ver con los 
muertos en accidentes de trabajo. Esto produce cierta confusión que quiero pensar no es deliberada, 
pero que desubica el real cariz del problema. Obviamente, nosotros seguimos dispuestos a encontrar 
una solución, dentro de los límites razonables desde el punto de vista administrativo que tiene el 
problema, sabiendo que es una historia complicada y que en el Banco hay resistencias internas a la 
hora de asumir esto. Nosotros, como integrantes del Directorio lo asumimos plenamente y estamos 
dispuestos a encontrar un camino que nos lleve a una solución. Creemos que hemos hecho el aporte 
necesario en ese sentido y, además, aclaramos al Secretariado del PIT-CNT que con esta propuesta 
final estábamos haciendo el máximo esfuerzo, tratando de conservar a todos los funcionarios, 
manteniéndoles un salario fijo con un contrato determinado y pagándoles la sociedad médica, como 
forma de amparar algunos de los reclamos que se han hecho y, a la vez, iniciando un proceso que 
permita encontrarles tareas que sean útiles para la institución. 


Como dijo el señor Presidente del Banco, hemos tratado de mantener un perfil bajo, de no 
hacer declaraciones y de buscar caminos y fórmulas de negociación. A su vez, hemos evitado 
deliberadamente presentar nuestro punto de vista ante la opinión pública aunque, obviamente, no se 
ha logrado el objetivo. 


SEÑOR VAILLANT.- Me ha quedado alguna duda con respecto a cuál es la remuneración actual de 
esas personas. Si no entendí mal, escuché que se les paga por carpeta, pero me gustaría que se 
tradujera ese dato. Quisiera que me refirieran cuál es el ingreso promedio. 


SEÑOR VILARO.- Perciben $ 88,51 por gestión, con un techo de cien gestiones. En realidad, todos 
hacen cien gestiones y cobran $ 8.851, a lo que hay que restarle los aportes que les retiene el Banco 
para pagar sus obligaciones con el Banco de Previsión Social y demás. 


SEÑOR VAILLANT.- De acuerdo con lo que están señalando, el ingreso está en el entorno de los $ 
8.000 brutos, lo que en términos reales debe significar $ 5.000 o $ 6.000 líquidos, si se descuentan 
los aportes a la Seguridad Social. 


SEÑOR VILARO.- Se les retiene lo que corresponde para el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR VAILLANT.- En términos reales, aportan al Banco de Previsión Social y, de acuerdo con lo que 
nos están manifestando, de la remuneración que está prevista en unos $ 8.000, cobran alrededor de $ 
5.000 líquidos. 


Por otra parte, nos han planteado que tienen actividad en todo el país y que hay un 
incremento por carpeta, pero eso significa que también tienen costos y traslados. Quisiera saber cuál 
es la diferencia entre lo que tienen hoy y lo que se les ofrece en la propuesta que se está presentando 
para tratar de resolver el conflicto. 


SEÑOR VILARO.- El pago por gestión pasa de $ 88,51 a $ 145 y, además, se les va a pagar un viático 
en forma independiente. Naturalmente, ya no se va a valuar por dos o por tres la gestión cuando es 
necesario un desplazamiento -como se hace actualmente-, sino que se va a pagar la gestión como 
tal y el desplazamiento como viático. Esa es la oferta que se les hace. Es el mismo régimen de viáticos 
que se les paga a los contadores que hacen la liquidación de las empresas a fin de año. 


SEÑOR VAILLANT.- Si no entendí mal, eso llevaría el ingreso a alrededor de $ 12.000 o $ 13.000. 


SEÑOR VILARO.- Ahí hay una diferencia. Cuando nosotros hicimos la propuesta de pagar $ 145 por 
gestión y además un viático, dijimos que íbamos a pagar la gestión como tal. El cobro dependerá de 
cuántas gestiones le correspondan a cada uno, pero ya no van a existir las gestiones fictas, sino que 
sólo se considerarán las reales. Así como estábamos distribuyendo entre 40 lo que, en un principio, la 
Administración estimaba que alcanzaba para 25, probablemente queden mejor de lo que están ahora, 
pero no al nivel de cobrar 100 gestiones a $145 cada una. 


Tal como explicó el Vicepresidente, en la segunda instancia, es decir, en la última propuesta 
que hicimos al Secretariado del PIT-CNT, hablamos de $ 12.000 más una cuota mutual, lo que 
ascendería a unos $ 14.000, pero variando la naturaleza del trabajo y tratando de enfocarlos a otras 
tareas. 


SEÑOR VAILLANT.- Por otra parte, quisiera saber si se ha analizado el informe jurídico en lo que 
tiene que ver con los riesgos jurídicos, porque en este caso podemos estar ante reclamos legales. Me 
refiero a si ustedes han estudiado cómo ha venido sucediendo todo esto y si, finalmente, esto podría 
terminar, no en un conflicto como el que hoy existe, sino en un reclamo desde el punto de vista legal de 
las personas afectadas. Me importa saberlo, porque el riesgo jurídico de perder un juicio frente a los 
trabajadores podría llegar a ser mucho más oneroso para la Administración. 


Entonces, deseo conocer cuál es la evaluación que se ha hecho desde el punto de vista 
jurídico. ¿No hay derechos posibles a satisfacer en caso de reclamos? 


SEÑOR VILARO.- Se nos han hecho reclamos y se han presentado recursos contra la resolución y 
seguramente haya reclamos jurídicos. Nuestros abogados han estudiado el tema y entienden la 
postura del Directorio. El resultado del juicio es uno y, eventualmente, puede haber alguno 
desfavorable para el Banco. Esa es la opinión que nosotros tenemos. 


SEÑOR VAILLANT.- Quisiera saber a qué se refería el señor Castro cuando habla de resistencias 
internas. 


SEÑOR CASTRO.- Antes de responder al señor Senador Vaillant, quiero hacer un agregado a la 
contestación del señor Vilaró. 


Ellos reclaman la aplicación de la ley N* 17.930. Más allá de lo jurídico y si corresponde o no 
su aplicación -ahí hay dos bibliotecas y, entonces, entendemos que debe decidir la Justicia-, en ella se 
prevé que esa regularización no debe tener gasto. Eventualmente, podrían regularizarlo con $ 88,51, 
pero si mantenemos la situación de contrato con un plus, el reclamo jurídico no tendría consecuencias 
en la medida en que ellos estén contratados por un monto mayor del que prevé la ley. 


Por otra parte, reitero -porque no quiero que se produzca ningún malentendido- que el 
nombramiento de los fiscalizadores se hizo en un entorno muy complejo en el Banco. Incluso, algunos 
directores fueron procesados posteriormente por la Justicia. En ese sentido, en aquel momento se llevó 
a cabo una investigación en el Parlamento, que hizo observaciones a los actos, como también las 
realizó el Presidente de la República. Con esto quiero decir que la opinión política fue bastante 
unánime con respecto a los fenómenos particulares que se dieron en ese momento en el Banco. 


En ese contexto hubo un ingreso masivo de gente y al final aparece esta nueva situación que 
generó tanta resistencia. 


Por ejemplo, en algún momento, cuando se presenta la afiliación al sindicato -fui dirigente 
sindical de AEBU durante unos cuantos años- de ese grupo de personas, hubo una polémica que fue 
saldada por un plebiscito interno en el Banco y la rechazó por amplia mayoría. Por ese motivo AEBU 


no está involucrada en ese conflicto. Esa situación de resistencia y de polémica se ha mantenido en el 
Banco. Tanto es así que en este conflicto no hay incidencia interna como para que el Banco pare. Es 
más, ellos siguen trabajando normalmente. 


Insisto en que hay un problema interno derivado de la historia, de las circunstancias o de lo 
que fuere, que nosotros también percibimos. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que si en algo coincidimos aquí, es que estos 40 fiscalizadores están en 
una situación bastante comprometida desde hace muchos años. Aunque no sea responsabilidad del 
actual Directorio lo cierto es que, especialmente a partir de la crisis de los años 2001 y 2002, no han 
recibido reajustes en sus ingresos, no perciben viáticos y, en consecuencia, la sola cifra de algo más 
de $ 5.000 líquidos que eventualmente cobran -ya que hay que descontar los gastos-, no tiene 
ninguna significación desde el punto de vista salarial. Si además pensamos que esto arranca en el año 
1989 y que el único servicio de carácter monopólico que le queda al Banco es éste de los accidentes 
de trabajo -por el que se mueve en el mercado en un régimen de absoluta exclusividad-, vemos que 
realmente necesita tener gente que trabaje en materia de fiscalización. 


En tal sentido, me parece que todo esfuerzo que se realice por buscar una solución es 
bienvenido. Comparto lo que dijo el Vicepresidente cuando señaló que se sucedieron casos que todos 
reprobamos en su momento. Eso es cierto, y terminaron en la Justicia con procesamientos, pero la 
circunstancia de esta gente no tiene nada que ver con lo que sucedió en aquellos tiempos; no los 
involucremos entonces en eso, porque bastante mal la han pasado durante todos estos años como 
para que además, de alguna manera, los estemos señalando con el dedo por cosas en las que, 
reitero, no tuvieron absolutamente nada que ver. Además, si bien estaba esa situación de AEBU, 
cuando surgieron los pronunciamientos al amparo de la Ley N* 17.930 que termina en la regularización 
de doscientos funcionarios, en la Comisión Paritaria se elevaron dos informes al Directorio por el caso 
de los fiscalizadores de la Comisión: uno de la delegación de la Administración, que fue negativo y otro 
del Sindicato, que resultó positivo, a favor de esta gente. En ese momento, el Directorio desestimó la 
opinión de los trabajadores y del sindicato y optó por la de la Administración. Estaba en su derecho de 
hacerlo pero, reitero, había una opinión del sindicato del propio Banco de Seguros. 


SEÑOR VILARO.- Efectivamente fue así. 
SEÑOR GALLINAL.- Perfecto; entonces, ese es otro elemento que me parece que puede ayudar. 


También me parece lógica la preocupación de una persona que lleva más de una década 
trabajando en estas circunstancias, con problemas económicos importantes y con la incertidumbre, ya 
no solamente relativa a sus ingresos, sino a su futuro laboral. 


Si seguíamos con esta situación -reitero, por una circunstancia que no es responsabilidad del 
actual Directorio-, iba a llegar un momento en que se iba a terminar muriendo por inanición, porque los 
ingresos son tan bajos que se llegaría a pagar para trabajar y, obviamente, por ahora no conozco a 
nadie -y menos en este país- que esté dispuesto a hacerlo. Razón fundamental entonces para 
encontrar una solución. 


En esta Comisión tuvimos un problema muy parecido con los famosos empleados de 
CREDIMAT que trabajaban para la OSE. En ese caso, el Directorio del Ente nos decía que no tenían 
un instrumento legal que les permitiera contratar a estos empleados que, cabe destacar, no tenían 
tantos años de antigúedad como los fiscalizadores. 


Finalmente, me parece que es lógico que ellos expresen una cierta preocupación con las 
condiciones del nuevo contrato en tanto, a pesar de la antigúedad que tienen, no les garantiza una 
continuidad; les da un plazo, pero no les asegura que luego sean renovados y permanezcan en el 
cargo. Es así que reclaman la función pública, porque les da una mayor tranquilidad y porque sienten 
que el transcurso de los años les ha permitido ganar un derecho de esas características. También me 
parece que es algo lógico; yo acepto y tomo como muy positivo lo que aquí se ha dicho en cuanto a 
incorporar los viáticos que antes no estaban y establecer por lo menos una actualización interesante 

-no sé si es suficiente pero va de $ 88 a $140, lo que no deja de ser importante-, pero me parece 
que todavía están faltando algunos otros elementos que, en definitiva, pueden ayudar a superar 
definitivamente esta problemática. 


Quería trasmitir esta visión a los Directores del Banco, así como la experiencia que hemos 
tenido en la Comisión para ver si, de alguna manera, desde nuestra parte podemos ayudar para seguir 
avanzando en esta materia, porque creemos que se hace justicia con esta gente si se les da una 
solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia desea recordar que la delegación del Sindicato Médico del 
Uruguay está esperando para ingresar a la Comisión. 


SEÑOR RIOS.- Pido disculpas porque tuve que salir un momento y tal vez ya contestaron mis 
inquietudes. ¿Cuál era el elemento de subordinación en la ejecución de la tarea de estas personas en 
relación al Banco? ¿Cómo se desarrollaba? ¿Qué libertad tienen en el ejercicio de esas 
fiscalizaciones? 


SEÑOR VILARO.- La figura, la relación que establece el contrato es de arrendamiento de servicios. 
Naturalmente, a lo largo de los años hubo algunos períodos en los que esa relación se desvirtuó, tuvo 
oscilaciones, avanzó y retrocedió. Algunas de las afirmaciones simplifican un poco pero, en realidad, 
cualquier funcionario que está en un régimen de contrato de obra debe entregar su tarea determinado 
día a cierta hora y en determinado lugar. La situación en la que se encuentran desde que nosotros 
estamos básicamente es esa, pero es cierto que en el interregno hubo algunos períodos en los cuales 
se avanzó y también se retrocedió. Esto no se debe al actual Directorio; había situaciones que ya se 
habían regularizado o corregido o habían vuelto a su situación original. En la práctica, actualmente, 
estamos en conflicto, tenemos una carpa en la puerta, hacen el trabajo, cobran y entre ellos se 
organizan para estar algunos en la carpa y otros trabajando. En realidad esta tarea, tal como está 
planificada, no tiene horario ni la posibilidad de un seguimiento efectivo. 


Quiero señalar que es cierto que en cuanto a accidentes de trabajo existe un monopolio, pero 
también lo es que, de todas formas, debemos ser eficientes y racionales. Sin embargo, no por ello 
vamos a engrosar los gastos y pensar que como se trata de un monopolio, después cargamos las 
tarifas a las empresas, porque entonces estas se van a quejar, no se puede trabajar y el país 
productivo no anda. Como administradores no podemos eludir esta situación; es muy fácil resolverla 
por esa vía, pero supongo que coincidimos con el señor Senador en que tampoco es ese el espíritu del 
planteo. Tal vez estoy caricaturizando todo esto para hacer notar el equilibrio en el que estamos 
tratando de movernos y donde estamos buscando, abiertos a encontrar una solución. También estamos 
considerando la posibilidad de apoyarnos en alguna legislación. Inclusive, la propuesta que hicimos 
tiene cierta debilidad jurídica, ya que la Ley N* 17.556 establece como requisito un concurso abierto y 
no es posible hacerlo. 


Entonces, si esto tuviera andamiento, tendríamos que fijarnos un plazo y solicitar que en este 
ámbito nos solucionen el problema o que nos faciliten esa vía. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto el razonamiento expuesto por el señor Presidente del Banco de 
Seguros, pero mi planteamiento apuntaba a que si, en efecto, el Banco tiene el monopolio de este 
servicio, obviamente eso justifica que se instrumente una forma de acción. Pero, además, eso otorga 
otros beneficios y no solamente el de ser el único que puede contratar un seguro de esas 
características; en un paquete de seguros hay también quienes buscan éste y, entonces, se pueden 
ver beneficiados. 


Quiero hacer un último agregado con respecto a un planteamiento que efectuó el señor 
Senador Vaillant. Me alegro que el señor Presidente haya señalado que puede resultar útil para el 
Directorio del Banco de Seguros una normativa en este sentido porque, obviamente, el concurso no es 
la solución. Estoy seguro -porque lo he conversado con ellos- de que están dispuestos, sobre la base 
de un entendimiento, a renunciar a acciones judiciales ya iniciadas o por iniciarse. En mi opinión, la 
acción judicial lo único que logra es resarcir, indemnizar o compensar lo que no percibieron en los años 
anteriores, pero no da una seguridad laboral para el futuro. 


Por lo tanto, desde ese punto de vista, estoy... 
(Interrupciones) 


Creo que sí, porque en el Derecho Laboral la primacía de la realidad está por encima de toda 
otra circunstancia. Entonces, por más arrendamiento de servicios que se quiera invocar, había una 


relación de subordinación y los aportes los hacía el Banco de Seguros. 
(Dialogados) 


En definitiva, considero que las acciones judiciales no son un obstáculo para un 
entendimiento o para encontrar una solución a este problema. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de finalizar, quiero manifestar lo siguiente. El señor Senador Gallinal 
planteó algunas soluciones y, obviamente, siempre puede haber una ayuda legal, porque quizás se 
necesite una ley. Tanto el Banco de Previsión Social como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
están por realizar un llamado público para tomar inspectores. Entonces, si la especialidad de estas 
personas es la inspección y suponiendo que básicamente la materia debe ser parecida -según lo que 
expresó el señor Vilaró quizás la diferencia esté en la liquidación y la verificación- quizás una posible 
solución es que por lo menos para estas personas no existan limitaciones a la edad en los llamados 
tanto del Banco de Previsión Social como del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Por supuesto, 
se trata nada más que de una idea. 


Agradecemos al Presidente y Vicepresidente del Banco de Seguros del Estado por su 
comparecencia en esta Comisión. 


(Se retiran de Sala los señores Presidente y Vicepresidente del Banco de Seguros del 
Estado) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


